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LEY DE ORDENACIÓN, SUPERVISIÓN Y SOLVENCIA DE LAS 

ENTIDADES ASEGURADORAS Y REASEGURADORAS.
1
 

(…) 

TÍTULO VI 

Situaciones de deterioro financiero. Medidas de control especial 

(…) 
 

CAPÍTULO II 

Medidas de control especial 

(…) 
 

Artículo 162. Colaboración del Consorcio de Compensación de Seguros en la ejecución de las 

medidas de control especial adoptadas. 

La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrá recabar la colaboración del 

Consorcio de Compensación de Seguros para que, en relación con las medidas de control 

especial adoptadas, lleve a cabo las funciones que se determinen reglamentariamente. 

 

Artículo 163. Intervención de la entidad aseguradora. 

 

1. Como medida de control especial complementaria de las previstas en los artículos 160 y 161, 

la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrá acordar la intervención de la 

entidad aseguradora o reaseguradora para garantizar su correcto cumplimiento. 

2. Los actos y acuerdos de cualquier órgano de la entidad aseguradora o reaseguradora que se 

adopten a partir de la fecha de la notificación de la resolución que acuerde la intervención 

administrativa y que afecten o guarden relación con las medidas de control especial citadas 

anteriormente no serán válidos ni podrán llevarse a efecto sin la aprobación expresa de los 

interventores designados. Se exceptúa de esta aprobación el ejercicio de acciones o recursos por 

la entidad intervenida contra los actos administrativos de supervisión o en relación con la 

actuación de los interventores. 

3. Los interventores designados estarán facultados para revocar cuantos poderes o delegaciones 

hubieran sido conferidos por el órgano de administración de la entidad aseguradora o 

reaseguradora, o por sus apoderados, con anterioridad a la fecha de publicación del acuerdo. 

Adoptada tal medida, los interventores procederán a exigir la devolución de los documentos 

donde constasen los apoderamientos, así como a promover la inscripción de su revocación en 

los registros públicos correspondientes. 

4. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrá recabar el apoyo del 

Consorcio de Compensación de Seguros para la realización de las funciones que tienen 

asignadas los interventores. 

(…) 

 

Artículo 168. Procedimientos concursales. 

1. Las entidades aseguradoras sujetas a un procedimiento de medidas de control especial no 

podrán solicitar judicialmente la declaración de concurso ni acogerse a las medidas previstas en 

el artículo 5 bis de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. 
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2. El juez, en el supuesto de solicitud de concurso, antes de acordar su declaración solicitará a la 

Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones o, en su caso, al organismo supervisor de 

la Comunidad Autónoma competente, informe sobre la situación de la entidad y las medidas 

adoptadas. En el caso de que la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, o el 

organismo supervisor de la Comunidad Autónoma competente, informe que la entidad está 

sometida a alguna medida de control especial, deberá inadmitir la solicitud de concurso o del 

mediador concursal. 

3. El juez, al declarar en concurso una entidad aseguradora, procederá de inmediato a la 

notificación de la resolución a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones o, en su 

caso, al organismo supervisor de la Comunidad Autónoma competente. En el caso de las 

entidades autorizadas para operar en todo el territorio nacional, la Dirección General de Seguros 

y Fondos de Pensiones informará, en los diez días siguientes, a las autoridades supervisoras de 

los restantes Estados miembros sobre la existencia del procedimiento y sus efectos. Asimismo, 

la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones procederá a la publicación en el «Diario 

Oficial de la Unión Europea» de un extracto de la mencionada resolución en el que se indicará, 

en todo caso, el órgano jurisdiccional competente y la aplicación al procedimiento de la 

legislación española. 

4. La declaración en concurso de una entidad aseguradora no impide la adopción de medidas de 

control especial, o su modificación, manteniendo la Dirección General de Seguros y Fondos de 

Pensiones o, en su caso, al organismo supervisor de la Comunidad Autónoma competente, todas 

las facultades de revocación y disolución previstas en los artículos 169 a 174. El acuerdo de 

disolución de una entidad en concurso supone la apertura de la fase de liquidación, la cual se 

regirá por la legislación concursal. 

La adopción de cualquiera de las medidas mencionadas se notificará al juez del concurso, de 

forma inmediata, por la Dirección General de Seguros y Fondo de Pensiones o, en su caso, por 

el organismo supervisor de la Comunidad Autónoma competente. 

Recibida la propuesta de convenio, y antes de dar traslado a la administración concursal, el juez 

solicitará informe a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones o, en su caso, al 

organismo supervisor de la Comunidad Autónoma competente, con el fin de que se pronuncie 

sobre la viabilidad de la continuidad de la actividad aseguradora y el cumplimiento de todas las 

garantías de solvencia y de ejercicio de la actividad aseguradora legalmente exigibles. 

Recibido dicho informe o transcurrido el plazo otorgado sin que se haya emitido, el juez lo 

pondrá en conocimiento de la administración concursal junto con la propuesta de convenio a 

efectos de lo previsto en los artículos 107 y 115 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. 

La enajenación de activos sujetos a la medida de prohibición de disposición, cualquiera que sea 

la fase del procedimiento concursal en que tenga lugar, precisará la autorización expresa de la 

Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones o, en su caso, del organismo supervisor de 

la Comunidad Autónoma competente. 

5. Tratándose de acreedores conocidos que tengan su domicilio en otro Estado miembro, 

deberán ser informados sobre la forma en que han de solicitar el reconocimiento de sus créditos 

y podrán presentar los escritos de reclamación de créditos o de observaciones a estos en la 

forma que se determine reglamentariamente. 

6. La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones o, en su caso, el organismo 

supervisor de la Comunidad Autónoma competente, será parte en todos los procedimientos 

concursales que afecten a entidades aseguradoras. 
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TÍTULO VII 

Revocación, disolución y liquidación 

 

(…) 

CAPÍTULO II 

Disolución y liquidación de entidades aseguradoras y reaseguradoras 

(…) 

Sección 2.ª Liquidación 

 

Artículo 175. Normas generales de liquidación. 

1. La liquidación de las entidades aseguradoras y reaseguradoras españolas que tengan adoptada 

forma de sociedad anónima, mutua de seguros o mutualidad de previsión social se regirá por lo 

dispuesto en esta Ley y en su normativa de desarrollo y, en lo no dispuesto en ella, por las 

normas aplicables a las sociedades de capital. 

La liquidación de las cooperativas de seguros se rige por lo dispuesto en la legislación de 

cooperativas que sea de aplicación en todo lo no dispuesto en esta Ley y en su normativa de 

desarrollo. 

2. La liquidación garantizará a los mutualistas y cooperativistas los mismos derechos que tienen 

los socios de las sociedades de capital y, en especial, el derecho de información y el derecho a 

participar en el patrimonio resultante de la liquidación. 

3. Durante el período de liquidación no podrán celebrarse las operaciones definidas en el 

artículo 3.1, pero los contratos de seguro vigentes en el momento de la disolución conservarán 

su eficacia hasta la conclusión del período del seguro en curso y vencerán en dicho momento sin 

posibilidad de prórroga, sin perjuicio de la declaración de vencimiento anticipado. 

4. La liquidación de una entidad española comprenderá también la de todas sus sucursales. 

Las obligaciones derivadas de los contratos celebrados en régimen de derecho de 

establecimiento y en régimen de libre prestación de servicios tendrán el mismo tratamiento que 

las obligaciones que resulten de los demás contratos de seguro de la entidad en liquidación, sin 

distinción de nacionalidad de los acreedores por contrato de seguro. 

Cuando una entidad reaseguradora española sea liquidada, las obligaciones derivadas de los 

contratos de reaseguro celebrados en régimen de derecho de establecimiento y en régimen de 

libre prestación de servicios tendrán el mismo tratamiento que las obligaciones que resulten de 

los demás contratos de reaseguro de la entidad en liquidación. 

 

Artículo 176. Efectos en otros Estados miembros de la liquidación de entidades españolas. 

1. La resolución administrativa o el acuerdo del que traiga causa la liquidación será reconocido 

en el territorio de los demás Estados miembros, de conformidad con lo previsto en su 

legislación, y surtirá efectos en ellos tan pronto como lo haga en España. 

A estos efectos, la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, en el plazo de diez 

días, a contar desde el siguiente a la fecha en que se dicte la resolución o tenga conocimiento del 

acuerdo, informará a las autoridades supervisoras de los restantes Estados miembros sobre la 

existencia del procedimiento y sus efectos. 

Asimismo, publicará en el «Diario Oficial de la Unión Europea» un extracto de dicha resolución 

o acuerdo que, en todo caso, indicará la competencia de la Dirección General de Seguros y 

Fondos de Pensiones sobre el procedimiento, que la legislación aplicable a dicho procedimiento 
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de liquidación es la contenida en esta Ley y en sus normas de desarrollo, así como la 

identificación del liquidador o liquidadores nombrados. 

2. Los liquidadores podrán desarrollar su actuación en el territorio de todos los Estados 

miembros y podrán ejercer en ellos las mismas funciones y poderes que en España. A estos 

efectos, resultará título suficiente para acreditar la condición de liquidador una certificación de 

la resolución o una copia legalizada del acuerdo por el que se efectúe su nombramiento. 

Igualmente, podrán otorgar poderes de representación o solicitar asistencia cuando ello resulte 

necesario para llevar a cabo el proceso de liquidación en el territorio de otros Estados miembros 

y, en particular, para resolver las dificultades que pudieran encontrar los acreedores residentes 

en ellos. 

En todo caso, las personas que les asistan o representen han de tener reconocida honorabilidad y 

reunir las condiciones necesarias de cualificación y experiencia profesional para ejercer sus 

funciones, en los mismos términos que los liquidadores. 

 

Artículo 177. Efectos en España de la liquidación de entidades aseguradoras domiciliadas en 

otros Estados miembros y que operen en España en régimen de derecho de establecimiento o de 

libre prestación de servicios. 

La Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones podrá requerir a las autoridades 

supervisoras de otros Estados miembros información acerca del estado y desarrollo de los 

procedimientos de liquidación que se lleven a cabo respecto a las entidades sometidas a la 

supervisión de dichas autoridades y que operen en España en régimen de derecho de 

establecimiento o de libre prestación de servicios y dará publicidad a la misma. 

Toda decisión relativa a la incoación de un procedimiento de liquidación de una entidad 

aseguradora o reaseguradora, incluidas las sucursales que posea en otros Estados miembros, 

adoptada de conformidad con la legislación del Estado miembro de origen, una vez comunicada 

a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, se reconocerá sin más trámites y 

surtirá efecto en España en cuanto lo haga en el Estado miembro de incoación del 

procedimiento. 

 

Artículo 178. Supervisión de la liquidación. 

1. Las entidades en liquidación están sujetas a supervisión hasta la cancelación de la inscripción 

en el registro administrativo. 

2. La liquidación no afectará a la vigencia de las medidas que en el ejercicio de la función 

supervisora se hubieran adoptado, pudiendo además adoptarse las siguientes: 

a) La intervención de la liquidación, sujetando a ésta las actuaciones de los liquidadores 

en los términos definidos en este artículo, en el artículo 163, y en sus disposiciones 

reglamentarias de desarrollo. 

b) La separación, nombramiento de liquidadores o encomienda de la liquidación al 

Consorcio de Compensación de Seguros en los supuestos enumerados en el artículo 14 

del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros, aprobado por Real 

Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre. 

c) Disponer, de oficio o a petición de los liquidadores, la cesión de la cartera de 

contratos de seguro de la entidad para facilitar su liquidación. 

d) Determinar la fecha de vencimiento anticipado del período de duración de los 

contratos de seguro que integren la cartera de la entidad en liquidación, para evitar 

perjuicios a los acreedores por contrato de seguro. Tal determinación respetará el 

equilibrio económico de las prestaciones en los contratos afectados y deberá tener lugar 

con la necesaria publicidad, con una antelación de quince días naturales a la fecha en 
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que haya de tener efecto y, salvo que concurran circunstancias excepcionales que 

aconsejen no demorar la fecha de vencimiento, simultáneamente al cumplimiento por 

los liquidadores del deber de informar que se determine reglamentariamente. 

e) Requerir información a los liquidadores sobre la marcha de la liquidación. 

 

Artículo 179. Protección de los créditos por contrato de seguro. 

1. En los procesos de liquidación tendrán la consideración de créditos por contrato de seguro, 

los siguientes: 

a) Los de los tomadores, asegurados y beneficiarios de un contrato de seguro y los de 

los terceros perjudicados a los que se refiere el artículo 73 de la Ley 50/1980, de 8 de 

octubre, de Contrato de Seguro. Se incluyen los créditos derivados de la prestación del 

servicio de reparación o de reposición del bien siniestrado o de la asistencia o la 

prestación en especie a que se hubiese obligado la entidad aseguradora en el contrato de 

seguro. 

b) Los de quienes hayan celebrado con las entidades aseguradoras contratos afectados 

por lo dispuesto en el artículo 24 para las operaciones realizadas sin autorización 

administrativa, o bien realizados en incumplimiento de las medidas de control especial 

de suspensión de la contratación de nuevos seguros o de la aceptación de reaseguro y de 

prohibición de la prórroga de los contratos de seguro celebrado, previstas 

respectivamente en el artículo 161, letras c) y d). 

c) Los créditos satisfechos por el Consorcio de Compensación de Seguros en virtud de 

lo previsto en el artículo 11.e) del texto refundido de la Ley sobre responsabilidad civil 

y seguro en la circulación de vehículos a motor, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 8/2004, de 29 de octubre. 

2. Los créditos por contrato de seguro tendrán la consideración de créditos con privilegio 

especial sobre los siguientes bienes y derechos: 

a) Los activos asignados a las provisiones técnicas en el registro especial de activos a 

efectos de liquidación y los asignados a los requerimientos de capital obligatorio de la 

entidad aseguradora. También tienen tal consideración este tipo de activos de la entidad 

aseguradora que, incumpliendo la normativa aplicable, no figuren en el registro 

debidamente asignados. 

b) Los bienes respecto de los que se haya adoptado la medida de control especial de 

prohibición de disponer, aunque tal medida no haya sido objeto de inscripción registral. 

3. A efectos de la liquidación, las entidades mantendrán actualizado un registro especial de los 

activos que representen las provisiones técnicas calculadas e invertidas de conformidad con lo 

previsto en la normativa aplicable. Mediante reglamento se regularán los requisitos de dicho 

registro especial de activos. 

4. El pago de los créditos por contrato de seguros se hará con cargo a los bienes y derechos 

afectos, satisfaciéndose a prorrata, con preferencia sobre cualquier otro crédito. 

Respecto de los créditos contra la entidad aseguradora que no gocen de la prioridad a que se 

refiere el apartado 2, resultará de aplicación el sistema de prelación establecido por la Ley 

22/2003, de 9 de julio, Concursal. 

 

Artículo 180. Régimen jurídico de los liquidadores. 

1. La honorabilidad, cualificación y experiencia profesional de los liquidadores se ajustarán a 

los criterios previstos en el artículo 38 para los administradores. 

2. Los liquidadores estarán sujetos al mismo régimen de responsabilidad administrativa que los 

administradores de una entidad aseguradora. 
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Artículo 181. Proceso de liquidación. 

1. Los liquidadores suscribirán, en unión de los administradores, el inventario, un censo de los 

socios o mutualistas que lo fueran al momento de la disolución y el balance de la entidad y 

deberán someterlos, en un plazo no superior a un mes desde su nombramiento, a la Dirección 

General de Seguros y Fondos de Pensiones o, si la liquidación fuese intervenida, al interventor. 

2. Los liquidadores adoptarán las medidas necesarias para ultimar la liquidación en el plazo más 

breve posible, y podrán ceder la cartera de contratos de seguro de la entidad de forma parcial, 

total o global, previa autorización, así como pactar el rescate o resolución de los contratos de 

seguro. 

3. La enajenación de los inmuebles podrá tener lugar sin subasta pública cuando la liquidación 

sea intervenida o cuando, habiendo sido tasados a estos efectos por sociedades de tasación 

autorizadas e inscritas en el Registro del Banco de España, el precio de enajenación no sea 

inferior al de tasación. Requerirá, en todo caso, la autorización previa de la Dirección General 

de Seguros y Fondos de Pensiones. 

4. Cuando el valor de realización de un activo resulte menor que su valor estimado en el registro 

especial de activos a efectos de liquidación, los liquidadores deberán justificar esta situación 

ante la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones. 

5. Una vez abonados todos los créditos, los liquidadores procederán al reparto del haber líquido 

resultante entre los socios o, en su caso, entre los mutualistas en los términos previstos en esta 

Ley. Cuando se trate de una cooperativa de seguros, el reparto del haber líquido resultante se 

regirá por la legislación de cooperativas que sea de aplicación. 

6. Una vez concluidas las operaciones de liquidación y, en su caso, la división del patrimonio 

resultante de la liquidación, el Ministro de Economía y Competitividad declarará extinguida la 

entidad en liquidación y se procederá a cancelar los asientos en el registro administrativo, 

publicándose esta resolución en el «Boletín Oficial del Estado». 

La cancelación en el registro administrativo determinará, en los supuestos de declaración de 

extinción de la entidad, la posterior cancelación a su vez en el Registro Mercantil y en el 

Registro de Sociedades Cooperativas, cuando ésta sea la forma jurídica. 

Por excepción, procederá la cancelación de los asientos en dicho registro administrativo sin 

declaración de extinción de la entidad, y en dicho momento podrá iniciar la actividad con 

arreglo al objeto social modificado, cuando tenga lugar la cesión general de la cartera o la 

revocación de la autorización, siempre que, en ambos casos, se haya procedido a modificar el 

objeto social de la entidad sin disolución de esta y previamente la Dirección General de Seguros 

y Fondos de Pensiones compruebe que se ha ejecutado la cesión de cartera o se han liquidado 

las operaciones de seguro, respectivamente. 

7. Durante el período de liquidación, la entidad podrá ofrecer al Ministro de Economía y 

Competitividad la remoción de la causa de disolución y solicitar de éste la rehabilitación de la 

autorización administrativa revocada. Dicha rehabilitación sólo podrá concederse cuando la 

entidad cumpla todos los requisitos exigidos durante el funcionamiento normal y garantice la 

totalidad de los derechos de asegurados y acreedores, incluso los de aquellos cuyos contratos de 

seguro hubieran sido declarados vencidos durante el período de liquidación. Si se acordase la 

rehabilitación de la autorización administrativa revocada, se entenderá removida de pleno 

derecho la causa de disolución, se cancelará la inscripción practicada en el Registro Mercantil, y 

se dará al acuerdo de rehabilitación la misma publicidad que dicho precepto impone para el 

acuerdo de disolución. 

 

Artículo 182. Efectos sobre las acciones frente a entidades aseguradoras en liquidación. 

1. En los supuestos de liquidación intervenida o asumida por el Consorcio de Compensación de 

Seguros, y respecto de los bienes sobre los que se haya adoptado la medida de prohibición de 
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disposición del artículo 160.1.c), no podrán inscribirse en los registros públicos derechos reales 

de garantía ni anotarse mandamientos judiciales o providencias administrativas de embargo 

desde la fecha de la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de la orden ministerial de 

disolución, sin perjuicio de la efectividad de los créditos que, en su caso, se pretendieran 

garantizar con las citadas inscripciones o anotaciones. 

Los encargados de los registros harán constar por nota marginal el hecho de la disolución y el 

cierre del folio registral a los actos a que se refiere el párrafo anterior. Si se acordara la 

rehabilitación de la autorización administrativa revocada, se cancelará la referida nota marginal. 

2. En los supuestos de liquidación intervenida por el Ministerio de Economía y Competitividad, 

las acciones individuales ejercitadas por los acreedores, antes del comienzo de la liquidación o 

durante ella, podrán continuar hasta el pronunciamiento de sentencia firme, pero su ejecución 

quedará suspendida y el crédito que, en su caso, declare dicha sentencia a su favor se liquidará 

con los de los demás acreedores. No obstante, transcurrido un año desde que la sentencia 

adquiera firmeza, la suspensión quedará alzada automáticamente sin necesidad de declaración ni 

resolución al respecto, cualquiera que fuese el estado en que se encontrase la liquidación. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no es aplicable a las acciones en el ejercicio de derechos 

reales sobre bienes situados fuera del territorio español, que se regirán por su legislación 

específica, ni a las acciones en el ejercicio de un derecho real de garantía que se rija por una Ley 

distinta a la española. 

 

Sección 3ª. Liquidación por el Consorcio de Compensación de Seguros 

 

Artículo 183. Actuación del Consorcio de Compensación de Seguros en la liquidación de 

entidades aseguradoras y reaseguradoras. 

El Consorcio de Compensación de Seguros, en adelante, el Consorcio, asumirá la condición de 

liquidador de las entidades aseguradoras y reaseguradoras españolas, cualquiera que sea su 

forma o naturaleza jurídica, en los supuestos previstos en esta Ley y en el texto refundido del 

Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 7/2004, de 29 de octubre. 

 

Artículo 184. Normas generales sustantivas. 

1. El Consorcio sustituirá a todos los órganos sociales de la entidad cuya liquidación se le haya 

encomendado. En consecuencia, no habrá lugar a la celebración de las juntas o asambleas 

ordinarias o extraordinarias de accionistas, mutualistas o cooperativistas de la entidad. 

No obstante, los recursos administrativos y contencioso-administrativos interpuestos por la 

entidad aseguradora o reaseguradora contra los actos de supervisión del Ministerio de Economía 

y Competitividad con anterioridad a la asunción de la liquidación por el Consorcio podrán ser 

continuados por los administradores en su propio nombre, si se personasen a estos efectos ante 

el órgano administrativo o jurisdiccional en el plazo de un mes desde la publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado» de la encomienda de la liquidación al Consorcio. 

2. El Consorcio, como órgano liquidador, en representación de los acreedores y en defensa de 

sus derechos, instará, cuando hubiera lugar a ello, la exigencia de responsabilidades de toda 

índole, civiles o penales, sin obligación de prestar fianza alguna, en que hubieran podido 

incurrir quienes desempeñaron cargos de administración o dirección de la entidad en liquidación. 

Cuando como consecuencia de estas acciones, los tribunales señalaren indemnizaciones o 

cualesquiera otras compensaciones económicas a favor de la entidad y hubiere finalizado su 

liquidación, el Consorcio, si así se hubiera acordado en el plan de liquidación aprobado por la 

Junta de Acreedores, distribuirá el importe obtenido entre los acreedores que no hubieran 
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recuperado la totalidad de sus créditos, de acuerdo con los criterios establecidos en el citado 

plan de liquidación y en el caso de entidades solventes entre los socios o mutualistas de la 

entidad. 

3. En ningún caso, el Consorcio, sus órganos, representantes o apoderados serán considerados 

deudores ni responsables de las obligaciones y responsabilidades que incumban a la entidad 

cuya liquidación se le encomienda, o a sus administradores. 

4. En las liquidaciones intervenidas, la intervención de la liquidación cesará en el momento que 

ésta se encomiende al Consorcio. 

5. En caso de que existan entidades filiales participadas mayoritariamente por la entidad 

aseguradora o reaseguradora en liquidación y cuyo objeto social sea la gestión de activos por 

cuenta de la entidad en liquidación, la encomienda al Consorcio de la liquidación de la entidad 

aseguradora o reaseguradora implicará el nombramiento del mismo como liquidador de dichas 

entidades filiales, con sustitución de todos los órganos sociales, bastando para la inscripción de 

tal nombramiento en el Registro Mercantil la resolución administrativa correspondiente, en la 

que se declare la liquidación conjunta del grupo de sociedades. 

La liquidación de las entidades filiales se llevará a cabo conforme a las normas del texto 

refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 

2 de julio. Si la filial resultara insolvente el Consorcio estará exento de solicitar el concurso, 

tramitándose todas las liquidaciones de forma coordinada. 

6. La encomienda de la liquidación de una entidad aseguradora o reaseguradora al Consorcio 

supondrá el cambio de su domicilio social, a todos los efectos legales, al domicilio que designe 

el Consorcio. El cambio de domicilio afectará también a las entidades filiales controladas 

mayoritariamente por la entidad en liquidación cuyo objeto social sea la gestión de activos por 

cuenta de dicha entidad en liquidación. 

Para la inscripción del cambio de domicilio social en el Registro Mercantil y en los registros 

administrativos será suficiente la certificación del acuerdo adoptado, expedida por el presidente 

del Consorcio. 

El cambio de domicilio y sus modificaciones posteriores se notificarán en la forma y con la 

publicidad que la legislación mercantil determine para las modificaciones estatutarias. 

 

Artículo 185. Normas generales de procedimiento. 

El procedimiento de liquidación por el Consorcio se ajustará a las siguientes especialidades: 

1. Encomendada la liquidación al Consorcio, todos los acreedores estarán sujetos al 

procedimiento de liquidación por éste y no podrá solicitarse por los acreedores ni por la entidad 

aseguradora la declaración de concurso, sin perjuicio de que las acciones de toda índole 

ejercidas ante los tribunales contra dicha aseguradora, anteriores a la disolución o durante el 

período de liquidación, continúen su tramitación hasta la obtención de sentencia o resolución 

judicial firme. Pero la ejecución de la sentencia, de los embargos preventivos, administraciones 

judicialmente acordadas y demás medidas cautelares adoptadas por la autoridad judicial, la del 

auto que despache la ejecución en el procedimiento ejecutivo, los procedimientos judiciales 

sumarios y ejecutivos extrajudiciales sobre bienes hipotecados o pignorados que se encuentren 

en territorio español, así como la ejecución de las providencias administrativas de apremio, 

quedarán en suspenso desde la encomienda de la liquidación al Consorcio y durante la 

tramitación por éste del procedimiento liquidador. 

2. Se tendrán por vencidas, a la fecha de publicación en el «Boletín Oficial del Estado» de la 

resolución administrativa por la que se encomienda la liquidación al Consorcio, las deudas 

pendientes de la aseguradora, sin perjuicio del descuento correspondiente si el pago de aquellas 

se verificase antes del tiempo prefijado en la obligación, y dejarán de devengar intereses todas 
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las deudas de la aseguradora, salvo los créditos hipotecarios y pignoraticios, hasta donde 

alcance la respectiva garantía. 

3. Los administradores o liquidadores, de haber sido nombrados, entregarán al Consorcio el 

inventario, el censo de socios y mutualistas, y el balance de la entidad en el plazo de un mes 

desde que haya asumido la liquidación, sin que el Consorcio deba someterlo a la Dirección 

General de Seguros y Fondos de Pensiones ni al interventor, ni estar sujeto a las obligaciones 

que imponen los artículos 383 y 388 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, 

aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio. 

De no recibir de los administradores o liquidadores la documentación e información necesarias, 

el Consorcio formulará un inventario de los bienes de la entidad, un censo de socios y 

mutualistas, y una relación de deudas a la fecha de la asunción de la liquidación, utilizando al 

efecto los antecedentes y datos a su alcance, que servirán de base para formular la 

documentación precisa para el cumplimiento de las obligaciones contables y tributarias 

legalmente exigibles, sin que asuma responsabilidad alguna en caso de error u omisión sobre 

datos que no figuren en la documentación o antecedentes encontrados. 

4. En el cumplimiento del deber de información a los acreedores, se hará constar expresamente 

la especial circunstancia de que la liquidación ha sido asumida por el Consorcio. Asimismo, 

desde el momento en que tenga conocimiento de la existencia de créditos laborales o presuma la 

posibilidad de su existencia, lo comunicará al Fondo de Garantía Salarial, comunicación que 

surtirá los efectos de la citación a que se refiere el artículo 33.3 del texto refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo. 

5. Cuando se acuerde de oficio por la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones la 

cesión de cartera de una entidad en liquidación, no será de aplicación lo previsto en el 

reglamento de desarrollo de esta Ley en lo referente a la información pública y al derecho de 

oposición. 

6. La enajenación de los inmuebles de la entidad aseguradora en liquidación podrá tener lugar 

sin subasta pública y no precisará autorización de la Dirección General de Seguros y Fondos de 

Pensiones, sin perjuicio de que en la enajenación de dichos activos se observen las normas de 

trasparencia debidas y de la necesidad de solicitar el levantamiento de la medida cautelar en los 

bienes cautelados. 

7. En lo no regulado expresamente en esta Ley, serán de aplicación las normas sobre liquidación 

y extinción del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 1/2010, de 2 de julio, siendo de aplicación supletoria la Ley 22/2003, de 9 de julio, 

Concursal. 

 

Artículo 186. Compra de créditos con cargo a recursos del Consorcio de Compensación de 

Seguros. 

1. Con cargo a los recursos del Consorcio afectos a su actividad liquidadora y con la finalidad 

de mejorar y conseguir una más rápida satisfacción de los derechos de los acreedores por 

contrato de seguro, de conformidad con el artículo 179, incluidas las Administraciones Públicas 

que tengan tal condición, el Consorcio podrá ofrecer la adquisición por cesión de sus créditos, 

por el importe que les correspondería en proporción al previsible haber líquido resultante, 

teniendo en cuenta, a estos solos efectos, las siguientes normas: 

a) Se incorporarán al activo la totalidad de los bienes, derechos y créditos, incluidos, en su 

caso, los intereses, de los que sea titular la aseguradora, aunque sobre ellos estén pendientes 

o hayan de iniciarse actuaciones judiciales o extrajudiciales para su mantenimiento en el 

patrimonio de la entidad o reintegración a éste. Los créditos a favor de la entidad se 

computarán por su valor contabilizado, incrementado en los intereses, si procede, y sin 

deducir a estos efectos las correcciones de valor que hayan de constituirse en función de la 

posible insolvencia de los deudores. 
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b) Las inversiones materiales y financieras se valorarán por la cuantía que resulte superior de 

las dos siguientes: el precio de adquisición más el importe de las mejoras efectuadas sobre 

aquéllas, incrementados en las regularizaciones y actualizaciones legalmente posibles; o el 

valor de realización. 

c) No se tendrá en cuenta, a efectos de fijar el porcentaje a ofrecer a los acreedores por 

contrato de seguro a los que se refiere el artículo 179.1, el orden de prelación de créditos ni 

los gastos de liquidación anticipados por el Consorcio. 

Asimismo, también con cargo a sus propios recursos, el Consorcio podrá adquirir los créditos de 

los trabajadores derivados de salarios y, en su caso, las indemnizaciones debidas a aquellos 

como consecuencia de la extinción de las relaciones laborales, con los límites previstos en el 

artículo 53.1.b) del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el 

Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, para los supuestos de despidos colectivos o de 

extinción por causas objetivas del artículo 52.c) del citado texto refundido, y que traigan causa 

exclusivamente de la liquidación, subrogándose en la posición de esos acreedores en el plan de 

liquidación de la entidad. 

El Consorcio podrá adquirir la parte de salarios e indemnización por extinción de la relación 

laboral que corresponde abonar al Fondo de Garantía Salarial, subrogándose en la posición del 

trabajador frente al referido organismo. 

La resolución administrativa encomendando la liquidación al Consorcio de Compensación de 

Seguros será suficiente para surtir los efectos previstos en los apartados 6 y 7 del artículo 33 del 

texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, en relación a las prestaciones a abonar por el Fondo de 

Garantía salarial. 

A los efectos de lo previsto en el artículo 51, apartados 9 y 10, del texto refundido de la Ley del 

Estatuto de los Trabajadores, el despido colectivo en una entidad insolvente cuya liquidación se 

haya encomendado al Consorcio tendrá el mismo tratamiento que las empresas incursas en 

procedimiento concursal. 

El Consorcio podrá adquirir, por sus valores reales y siempre que resulte conveniente para el 

más eficaz desarrollo de su función liquidadora, toda clase de créditos contra las entidades en 

liquidación, subrogándose en los derechos de los perceptores, con mantenimiento del rango que 

tuvieran los créditos adquiridos. Asimismo, podrá realizar cuantos convenios estime 

convenientes para un mejor desarrollo del proceso de liquidación. 

2. La adquisición por cesión de los créditos a que se refiere el apartado 1 no supondrá, en 

ningún caso, asunción de las deudas de la entidad aseguradora en liquidación por parte del 

Consorcio. 

La cesión de dichos créditos, cualquiera que fuese la cantidad satisfecha, alcanzará el total 

importe de aquellos y en idéntico orden de preferencia que les corresponda. Sus titulares no 

podrán formular reclamación alguna por este concepto; tampoco podrán efectuar reclamación 

contra el Consorcio los titulares de estos créditos que optasen por no aceptar la oferta formulada 

por el Consorcio, quienes mantendrán la titularidad de sus créditos y deberán estar a las resultas 

de la liquidación. 

 

Artículo 187. Pagos con cargo a los recursos de la entidad. 

El Consorcio podrá satisfacer anticipadamente, con cargo a los recursos de la entidad 

aseguradora en liquidación, los créditos de los acreedores con derecho real en los términos y por 

el orden establecido en la legislación hipotecaria. Si no se alcanzase la satisfacción de dichos 

créditos, los acreedores referidos tendrán en la liquidación, para cobrar el importe no satisfecho, 

la preferencia que les corresponda según la naturaleza de su crédito. 
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Artículo 188. Junta general de acreedores. 

1. Simultáneamente a la formulación del plan de liquidación, el Consorcio convocará la junta 

general de acreedores con una antelación no inferior a un mes ni superior a dos. Los citará 

mediante notificación personal y dará a la convocatoria la publicidad que, con arreglo a las 

circunstancias del caso, estime pertinente. Hasta el día señalado para la celebración de la junta, 

los acreedores o sus representantes podrán examinar el plan de liquidación. Hasta los quince 

días antes del señalado para la junta, se podrá solicitar la exclusión o inclusión de créditos, así 

como la impugnación de la cuantía de los incluidos mediante escrito dirigido al Consorcio, o 

por comparecencia ante este organismo, designando los documentos de la liquidación o 

presentando la documentación de que quiera valerse el solicitante en justificación de su derecho. 

El Consorcio resolverá sobre cada reclamación sin ulterior recurso, sin perjuicio del derecho de 

impugnación a que se refiere el apartado 4 y formulará la lista definitiva de acreedores. 

2. La junta se celebrará en el día, hora y lugar señalados en la convocatoria, y podrá continuar 

en los días consecutivos que resulten necesarios, y será presidida por un representante del 

Consorcio. Podrán concurrir, personalmente o por medio de representante, todos los acreedores 

incluidos en la lista definitiva. La junta de acreedores quedará legalmente constituida si los 

créditos de los concurrentes y representados suman, por lo menos, tres quintos del pasivo del 

deudor en primera convocatoria y cualquiera que sea el número de los créditos concurrentes y 

representados en segunda convocatoria; entre una y otra deberán mediar, al menos, veinticuatro 

horas. 

3. Declarada legalmente constituida la junta por el representante del Consorcio, comenzará la 

sesión por la lectura del plan de liquidación y se procederá al debate y ulterior votación sobre él. 

El plan de liquidación se entenderá aprobado siempre que voten a favor del plan acreedores 

cuyos créditos importen más de la mitad del montante de los créditos presentes y representados, 

tanto en primera como en segunda convocatoria, y quedarán obligados todos los acreedores por 

aquel, sin que ninguno tenga derecho de abstención, y siendo de aplicación a la Hacienda 

Pública acreedora lo dispuesto en el artículo 10.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 

General Presupuestaria. 

Si el plan de liquidación no fuera aprobado por los acreedores, el Consorcio solicitará la 

declaración de concurso. 

4. Dentro de los ocho días siguientes a la celebración de la junta, los acreedores que no hubiesen 

concurrido a ella o que, concurriendo, hubieran discrepado del voto de la mayoría o que 

hubiesen sido eliminados por el Consorcio de la lista definitiva a que se refiere el apartado 1, 

podrán impugnar judicialmente el plan de liquidación. La impugnación únicamente podrá 

fundarse en las siguientes causas: 

a) Defectos en las formas prescritas para la convocatoria, celebración, deliberación y 

adopción de acuerdos de la junta de acreedores. 

b) Falta de capacidad o representación en alguno de los votantes, inclusión o exclusión 

indebida de créditos o figurar en la lista definitiva de acreedores con cantidad mayor o menor 

de la que se estimase justa, siempre que en cualquiera de estos casos la estimación de la 

pretensión influya decisivamente en la formación de la mayoría. 

c) Error en la estimación del activo o en la prelación de créditos padecido por el Consorcio. 

En todo lo demás, la impugnación del plan de liquidación se ajustará a lo dispuesto en la Ley 

22/2003, de 9 de julio, Concursal, para la oposición a la aprobación del convenio. 

5. Transcurrido el plazo señalado en el apartado 4 sin que se hubiese formulado oposición, o 

una vez dictada sentencia firme que la resuelva, el Consorcio ratificará el plan de liquidación 

ajustándolo a las posibles modificaciones que hayan podido resultar de la votación en la Junta 

de Acreedores o, en su caso, a las introducidas por la sentencia definitiva que haya resuelto la 

impugnación y a las variaciones sobrevenidas en los activos. 
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6. Por el Consorcio se procederá al pago de los créditos en ejecución del plan de liquidación 

ratificado. Los créditos no reclamados se consignarán en depósito en el propio Consorcio a 

disposición de sus legítimos dueños durante un plazo de veinte años, transcurrido el cual sin 

haber sido reclamados se ingresarán en el Tesoro Público. Ejecutado el plan de liquidación, se 

procederá a la extinción de la entidad y a la cancelación en los registros en la forma prevista en 

el artículo 181.6. Será de aplicación lo dispuesto en el artículo 400 del Texto Refundido de la 

Ley de Sociedades de Capital, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio 

7. Si, como consecuencia del desfase temporal, distinto al caso de impugnación del plan de 

liquidación previsto en el apartado 5 de este mismo artículo, entre la aprobación en junta general 

de acreedores del plan de liquidación y el efectivo pago de los créditos a los acreedores, y en su 

caso, la división del haber social entre los socios, resultase un remanente o apareciesen activos 

sobrevenidos, estos se incorporarán al patrimonio del Consorcio a los efectos previstos en el 

apartado siguiente. 

8. Los créditos reconocidos por sentencia firme notificada al acreedor en fecha posterior a la 

celebración de la junta general de acreedores, así como aquellos que el Consorcio reconozca, 

por constatar que son ajustados a derecho, con posterioridad a dicha junta, serán satisfechos por 

el Consorcio con el remanente a que se refiere el apartado anterior y, en su defecto, con sus 

propios recursos en los mismos términos que les hubiera correspondido de haber estado 

incluidos en el plan de liquidación. En el caso de créditos por contrato de seguro a los que se 

refiere el artículo 179 el porcentaje a abonar será, en su caso, el aprobado por aplicación de los 

beneficios de liquidación del artículo 186, si fuese superior al que resulte del plan de liquidación. 

9. Cuando la entidad aseguradora en liquidación se encuentre en situación de insolvencia, si la 

junta de acreedores aprueba el plan de liquidación, la recuperación por el Consorcio de los 

gastos de liquidación quedará condicionada a que sean totalmente satisfechos los demás 

reconocidos en la liquidación. 

 

Artículo 189. Actuación del Consorcio de Compensación de Seguros en los procedimientos 

concursales. 

1. El juez, a la vista del informe emitido por la Dirección General de Seguros y Fondos de 

Pensiones conforme a lo dispuesto en el artículo 168.2, podrá acordar de oficio la apertura de la 

fase de liquidación sin más trámites, con los efectos previstos en los artículos 143 y siguientes 

de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal y con las especialidades previstas en esta Ley. En 

este caso, la administración concursal presentará, simultáneamente con el informe previsto en el 

artículo 74 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, el plan de liquidación conforme al 

artículo 148 de la misma ley. 

2. La administración concursal de una entidad aseguradora se ejercerá exclusivamente por el 

Consorcio de Compensación de Seguros. Igualmente, en caso de solicitud de Mediador 

Concursal conforme a lo previsto en el artículo 5 bis de dicha ley, el nombramiento recaerá en el 

Consorcio de Compensación de Seguros. 

3. En cualquier caso, en los supuestos de declaración judicial de concurso de entidades 

aseguradoras, el Consorcio de Compensación de Seguros, además de asumir las funciones que 

le atribuye el artículo 14.2 del texto refundido de su Estatuto Legal, aprobado por el Real 

Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, procederá, en su caso, a liquidar el importe de los 

bienes a que se refiere el artículo 179.2 al solo efecto de distribuirlo entre los asegurados, 

beneficiarios y terceros perjudicados, sin perjuicio de los derechos que continúen 

correspondiéndoles en el procedimiento concursal. 

Dentro del concurso, los acreedores por contrato de seguro tendrán la consideración de 

acreedores especialmente privilegiados en los términos previstos en el artículo 179 

4. Si la entidad aseguradora concursada careciera de la liquidez necesaria, el Consorcio podrá 

anticipar los gastos que sean precisos, con cargo a sus propios recursos, para el adecuado 
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desarrollo del procedimiento concursal. No obstante, el pago de los derechos de procuradores y 

honorarios de letrados intervinientes en la solicitud u oposición al concurso, así como en los 

incidentes y recursos que pudieran derivarse, serán de cuenta de las partes que los designen, sin 

que proceda su anticipo por el Consorcio. 

5. Los créditos con privilegio especial de los acreedores por contrato de seguro a los que se 

refiere el artículo 179 podrán ser satisfechos durante la fase común del concurso si así lo estima 

conveniente la administración concursal, con cargo a los bienes a los que se refiere el artículo 

186, tanto si el pago se puede realizar sin necesidad de su enajenación como si la misma fuera 

necesaria, enajenación que llevará acabo el Consorcio de Compensación de Seguros conforme a 

lo dispuesto en el apartado 3. 

6. El Consorcio podrá aplicar los beneficios de liquidación del artículo 186 sin perjuicio de 

llevar a efecto la liquidación de los bienes afectos en la forma prevista en el apartado 3. 

7. El informe sobre la calificación previsto en el número 3 del artículo 175 de la Ley 22/2003, 

de 9 de julio, Concursal, será emitido por el Consorcio como órgano de liquidación de la 

entidad, que será parte interesada en el incidente en representación de los acreedores. El mismo 

se remitirá tan pronto como el Consorcio haya tenido posibilidad de conocer suficientemente los 

antecedentes y situación de la entidad, para determinar el inventario de activo y la relación de 

acreedores y poder emitir un informe razonado sobre las causas de la insolvencia y la 

calificación correspondiente. A estos efectos el Juez dejará en suspenso la apertura de la sección 

autónoma de calificación prevista en el artículo 174 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal 

hasta que el órgano liquidador le notifique que ya se está en condiciones de emitir el referido 

informe, que en todo caso deberá ser siempre antes de la convocatoria de la Junta de Acreedores. 

8. Finalizado el concurso, si éste se ha resuelto finalmente liquidando la entidad, será de 

aplicación lo dispuesto en el artículo 188.8. 

 

Disposición transitoria tercera. Procedimientos administrativos en curso. 

Los procedimientos administrativos iniciados antes de la entrada en vigor de esta Ley se regirán 

por la normativa anterior. 


